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León, Guanajuato, a 8 ocho de diciembre del año 2008 dos mil ocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 300/2008-JN, promovido por el ciudadano Juan Gabriel González Macías; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda en contra del acto consistente en el requerimiento de pago de fecha 2 dos de septiembre del año 2008 dos mil ocho, fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor se ostentó sabedor del acto impugnado, toda vez que manifiesta que fue el 24 veinticuatro de septiembre del mismo año, cuando tuvo conocimiento del mismo, lo que se corrobora con el propio  documento señalado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo que respecta a los actos consistentes en el Acta de Infracción emitida por el Agente de Tránsito demandado, y su calificación, impugnada al Tesorero Municipal y al Director de Tránsito; la demanda no fue interpuesta dentro del termino de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que se ostentó sabedor de su contenido, ya que de lo manifestado por el propio actor en su escrito de demanda, se advierte que tuvo conocimiento de la calificación de la infracción el 2 dos de septiembre del 2008 dos mil ocho, y la demanda fue promovida hasta el 24 veinticuatro de octubre del mismo año. . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.-  La existencia de los actos impugnados, el Acta de Infracción número T-3108482 (T guión tres-uno-cero-ocho-cuatro-ocho-dos), de fecha 16 dieciséis de julio del año 2008 dos mil ocho, su calificación, que se desprende del requerimiento de pago de fecha 2 dos de septiembre de 2008 dos mil ocho, por la cantidad de $495.00 (Cuatrocientos noventa y cinco pesos 00/100 moneda nacional) y el requerimiento de pago; se encuentran debidamente acreditados en autos con el original del Acta de Infracción y con la copia al carbón del requerimiento de pago, el que contiene multa por la cantidad de $495.00 (Cuatrocientos noventa y cinco pesos 00/100 moneda nacional), los que fueron presentados por la parte actora y merecen pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de documentos públicos, emitidos por las autoridades demandadas en el ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por cuestión de ORDEN PUBLICO y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


La Directora de Ingresos demandada, señala en su escrito de contestación que se actualiza en el presente asunto la causal de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que la parte actora no demuestra afectación a sus intereses jurídicos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia que se hace valer, ya que la emisión de un requerimiento de pago, como lo es el que realizó la Directora de Ingresos, sí causa afectación a los intereses jurídicos del actor, pues mediante el mismo, se le exige el cumplimiento del pago de una obligación de carácter fiscal; lo que desde luego afecta el interés jurídico del  promovente, por lo que carece de razón la autoridad demandada en dicho argumento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Además, la Directora de Ingresos demandada, señala que se actualiza en esta causa administrativa la improcedencia que se deriva de la fracción VII, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en relación con la fracción VII, del artículo 265, del mismo Código, ya que no acredita con sus conceptos de impugnación que el requerimiento de pago le cause una afectación a sus derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la autoridad demandada, en razón de que se advierte que la parte actora sí cumple con los requisitos que debe contener el escrito de demanda, en específico los conceptos de impugnación, los que deben analizarse al resolver el fondo del asunto, por lo que no resulta válido que se señale que no se expresan tales en el escrito por el que se promueve el proceso. . . . . . . 
Por otra parte, por cuestión de economía procesal, no se analizarán las causales de improcedencia que hacen valer tanto el Tesorero Municipal,  el Director de Tránsito y el Agente José Luis López, toda vez que de oficio, por tratarse de una cuestión de orden público, éste Juzgador advierte que, en relación a los actos impugnados a tales autoridades, -Acta de Infracción de Tránsito y su calificación- se actualiza la causal de improcedencia señalada en la fracción IV, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al haberse promovido el proceso administrativo fuera del término de 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que se ostentó sabedor de su contenido, por lo que existe consentimiento tácito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, el artículo 263, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece el término para interponer el proceso administrativo, que es de 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación del acto o a aquél en que se haya ostentado sabedor del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, para considerar como consentidos tácitamente los actos impugnados, se requiere que el proceso administrativo haya sido promovido fuera del término establecido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El ordenamiento legal antes invocado señala que el cómputo del término antes señalado, iniciará al día siguiente al en que se ostente el actor sabedor de su contenido, o bien haya surtido efectos su notificación. . . . . . . 

Así las cosas, del escrito de demanda, (punto II, en la primera página), se desprende que el ciudadano manifiesta haber tenido conocimiento de la calificación del Acta de Infracción, el día 2 dos de septiembre del año en curso; asimismo, cabe señalar que toda vez que el Acta de Infracción puede ser impugnada hasta que constituya un acto administrativo definitivo, lo que se presentó una vez que se calificó la Infracción; por lo que en el caso concreto, al tener conocimiento de la calificación de la Infracción el 2 dos de septiembre del año 2008 dos mil ocho, el término de 30 treinta días hábiles para impugnar ambos actos, comenzó el 3 tres de septiembre de este mismo año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así pues, del propio escrito de demanda, presentado por el actor, se logra determinar que al haber tenido conocimiento de la calificación, en la fecha que el propio indica, el término para promover inició al día siguiente, esto es, el 3 tres de septiembre del año 2008 dos mil ocho y concluyó el día 15 quince de octubre del mismo año, conforme al siguiente computo: . . . . . 

a) Como días hábiles se consideran los días: miércoles 3 tres, jueves 4 cuatro, viernes 5 cinco, lunes 8 ocho, martes 9 nueve, miércoles 10 diez, jueves 11 once, viernes 12 doce, lunes 15 quince, miércoles 17 diecisiete, jueves 18 dieciocho, viernes 19 diecinueve, lunes 22 veintidós, martes 23 veintitrés, miércoles 24 veinticuatro, jueves 25 veinticinco, viernes 26 veintiséis, lunes 29 veintinueve, martes 30 treinta de septiembre; miércoles 1uno, jueves 2 dos, viernes 3 tres, lunes 6 seis, martes 7 siete, miércoles 8 ocho, jueves 9 nueve, viernes 10 diez, lunes 13 trece, martes 14 catorce y  miércoles 15 quince de octubre de éste año . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
b) Como días inhábiles, por ser sábados y domingos, y días festivos los días: sábado 6 seis, domingo 7 siete, sábado 13 trece, domingo 14 catorce, martes 16 dieciséis, sábado 20 veinte, domingo 21 veintiuno, sábado 27 veintisiete, domingo 28 veintiocho de septiembre; sábado 4 cuatro, domingo 5 cinco, sábado 11 once y domingo 12 doce de octubre del mismo año 2008 dos mil ocho . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es por lo antes indicado, que al haber interpuesto el actor el proceso administrativo hasta el 24 veinticuatro de octubre del año 2008 dos mil ocho, según se advierte del sello de recibido de la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales; se desprende que tal proceso, en cuanto a los actos ya señalados, resulta extemporáneo, al actualizarse el consentimiento tácito, a que hace referencia la hipótesis prevista en la fracción IV, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que procede decretar el sobreseimiento del presente proceso administrativo, con fundamento en el artículo 262, fracción II, del mismo Código. . . . . . . . . 

El razonamiento antes manifestado es congruente con el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la publicación intitulada “Criterios 2000-2005”, página 177,  y que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SOBRESEIMIENTO.- CONSENTIMIENTO TÁCITO.- De conformidad con los artículos 39 y 64 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato, dos son las hipótesis en que la notificación de un acto administrativo surte efectos: 1) el día hábil siguiente a aquél en que es realizada formalmente la notificación; y 2) el mismo día en que el interesado o su representante legal manifiesta haber tenido conocimiento del acto o resolución administrativos. Por lo tanto, si el actor manifiesta “haber tenido conocimiento del acto impugnado”, el término de 15 días para presentar la demanda comienza a correr a partir del día siguiente hábil; y si no lo interpone dentro de ese término, se tendrá que sobreseer el juicio de conformidad con el artículo 57, fracción IV, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato. (Expediente 6.65/04. Sentencia de fecha 17 de junio de 2004. Actor: Juan Antonio Araujo Urcelay.)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
QUINTO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por la Directora de Ingresos y no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa; únicamente respecto del requerimiento de pago impugnado, se procede a analizar el concepto de impugnación esgrimido por el actor; no sin antes dejar fijos, clara y precisamente, los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo, que es la legalidad de dicho acto. . . . . . . . . 
Así las cosas, en el único concepto de impugnación esgrimido por el actor en contra del requerimiento de pago, de fecha 2 dos de septiembre del año 2008 dos mil ocho, se plantea en lo esencial que el mismo es ilegal en razón de que es consecuencia del Acta de Infracción que no fue emitida conforme a la ley, y que: “.. Por otra parte, el requerimiento de pago impugnado, me causa agravio en virtud de que dicho acto fiscal de igual manera carece de fundamentación y motivación, toda vez que de su contenido se advierte que este no contiene firma autógrafa de la autoridad emisora del acto impugnado, por lo que me deja en total estado de indefensión, al no tener la certeza de que es realmente la Directora General de Ingresos quien plasma su voluntad en el acto combatido y que es quien se supone me pretende cobrar una sanción pecuniaria y gastos de ejecución.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Analizado que es el acto impugnado en la presente causa administrativa, tal agravio resulta fundado, toda vez que efectivamente, el requerimiento de pago de fecha 2 dos de septiembre del año 2008 dos mil ocho, no contiene la manifestación de voluntad de la funcionaria emisora, al tratarse de una firma de la Directora de Ingresos no emitida en forma autógrafa, esto es, de su puño y letra, sino una impresa por computadora, por lo que existe un vicio en la exteriorización de la voluntad de dicha funcionaria al emitir el acto, porque ese signo gráfico es el que otorga certeza y eficacia a los actos de autoridad ya que constituye la única forma en que puede asegurarse al particular que fue la voluntad de la autoridad emitir dicho acto en los términos del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, como se desprende del contenido del requerimiento que fue dirigido al ciudadano Juan Gabriel González Macías, se advierte que la firma de la Directora de Ingresos, autoridad que emite dicho documento, no se plasmó autógrafamente, esto es, de su "puño y letra", sino que se trata de una impresión por computadora, lo que vulnera sin duda el requisito formal consistente en que todo acto administrativo debe contener en el texto del documento, la firma autógrafa de la autoridad competente. . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior es así ya que, los órganos administrativos necesitan para la emisión de sus actos, de personas físicas que los representen, y que manifiesten la voluntad del Estado, a través de la firma de tales personas a las que se les denomina funcionarios públicos y a los que se les otorga competencia por la ley; lo que constituye uno de los requisitos esenciales del acto administrativo, ya que es a través de la firma de tales funcionarios, que se acredita la voluntad del órgano administrativo, para emitir el acto de autoridad y además que se emitió de la manera en que se redactó, por lo que la omisión de la firma de la autoridad competente, debe considerarse como la inexistencia de esa voluntad administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el caso concreto, como ya se ha señalado, se incurre en la omisión de dicho requisito formal, al no contenerse la firma autógrafa de la Directora de Ingresos en el texto del acto, sino una mera impresión; concluyéndose de esta manera que no es posible atribuir la autoría de tal documento a la persona cuya firma en forma impresa fue estampada, incluso que pudo asentarse sin su consentimiento, por lo que puede considerarse como inexistente la voluntad de la titular de la Dirección de Ingresos en la emisión del acto y, en este sentido, el mismo está afectado de nulidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resulta aplicable las siguientes Jurisprudencias emitidas por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, mismas que establecen: . . 

"FIRMA AUTOGRAFA DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, SU OMISION IMPIDE OTORGAR VALIDEZ AL ACTO. Una resolución determinante de un crédito fiscal en términos de los artículos 3o. y 4o. del Código Fiscal de la Federación debe constar en un documento público que, en términos del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos Civiles, debe estar suscrito por un servidor público competente, lo cual sólo se demuestra por la existencia, entre otros extremos, de la firma autógrafa del signante y la falta de este signo gráfico impide otorgar alguna validez o eficacia al oficio relativo, ya que no es posible afirmarle o asegurarle al gobernado que una cierta resolución proviene de una pretendida autoridad dada la ambigüedad e incertidumbre que conlleva el uso de un sello que cualquier persona puede utilizar y estampar en un oficio, cuando que la seguridad jurídica que tutelan los artículos 14 y 16 constitucionales, impone que se demuestre la identidad del emisor para los efectos de la autoría y la responsabilidad que implica el ejercicio de las facultades que a cada autoridad le corresponden."  Sexto Tribunal Colegiado En Materia Administrativa del Primer Circuito. No. Registro: 224,795. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VI, Segunda Parte-1, Julio a Diciembre de 1990. Tesis: I.6o.A. J/22. Página: 356. Genealogía:. Gaceta número 34, Octubre de 1990, página 75. 

"FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CREDITOS FISCALES. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad." Contradicción de tesis. Varios 16/90. Entre las sustentadas por el Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Sexto Circuito. 21 de noviembre de 1991. Mayoría de 4 votos. Disidente: Carlos de Silva Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Víctor Hugo Mendoza Sánchez. Registro No. 206419. Localización: . Octava Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 56, Agosto de 1992. Página: 15. Tesis: 2a./J 2/92 Jurisprudencia Materia(s): Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, al haberse omitido la firma autógrafa del titular de la dependencia en el requerimiento de pago del crédito fiscal número 0879285 (cero-ocho-siete-nueve-dos-ocho-cinco), de fecha 2 dos de septiembre de 2008 dos mil ocho, se incurre en la causal de ilegalidad prevista en la fracción II, del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al omitirse uno de los requisitos formales exigidos en la ley, que estriba en que el acto administrativo contenga la firma del funcionario; por lo que tal acto debe declararse ilegal y en consecuencia su Nulidad Total. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también lo concerniente a la condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado, previsto en la fracción III, del artículo 255, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, traducido en la entrega del documento retenido en garantía. 

Al respecto, a juicio de este Juzgador, es improcedente lo solicitado, en virtud de que según se desprende de los dos considerandos anteriores,  en el presente proceso, solamente procedió el estudio de fondo del requerimiento de pago impugnado a la Directora de Ingresos, en tanto que respecto del Acta de Infracción, emitida por el agente de Tránsito demandado, -acto por el cual se retuvo la licencia de conducir del actor-, se dictó el sobreseimiento; esto es, no hubo una resolución de nulidad de la boleta en cuestión, luego entonces, no surge derecho alguno a condenar a la autoridad demandada, pues las acciones de reconocimiento de un derecho y de condena a la autoridad, para su procedencia deben tener un vínculo lógico-jurídico con el acto impugnado, por lo que debe decretarse su inoperancia cuando no se decreta la nulidad del acto del cual derivan tales acciones, pues son accesorias de la nulidad del acto impugnado; por lo que en el caso que nos ocupa, al no existir una nulidad de la boleta de infracción, no surge el derecho a condenar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por todo lo expuesto, y con fundamento además en lo señalado en los artículos 261, fracción IV, 262, fracción II, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se:. . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso, en contra de los actos impugnados consistentes en la boleta de infracción y su calificación,  en los términos y por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Cuarto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Resultó procedente el proceso interpuesto en contra del requerimiento de pago emitido por la Directora de Ingresos. . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se declara la Nulidad total  del requerimiento de pago impugnado, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Quinto de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


QUINTO.-  No ha lugar a condenar a las autoridades demandadas para pleno restablecimiento del derecho violado, solicitado por el actor, atento a lo expresado y razonado en el Considerando Sexto de este veredicto. . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora en los estrados de los Juzgados Administrativos Municipales. . . . . . . . 
En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA 8 OCHO DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL OCHO, DICTADA DENTRO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO, EXPEDIENTE NÚMERO 300/2008-JN. . . . . . . 
